En la ciudad de San Isidro, a los 15 días del mes de agosto de dos mil trece, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Tercera de la Cámra Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, doctores JUAN IGNACIO KRAUSE y MARIA IRUPE SOLANS, para dictar sentencia definitiva en el juicio: "AADI CAPIF ASOCIACION CIVIL RECAUDADORA C/ PARRA EVELINA ROSA S/COBRO SUMARIO SUMAS DINERO (EXC.ALQUILERES, ETC.)", causa nº SI-967-2010 y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause y Soláns, resolviéndose plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S 

1ª ¿Es justa la sentencia apelada? 

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

V O T A C I O N 

A la primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo: 

1º) La sentencia de fs. 383/386 hizo lugar a la demanda promovida por "AADI CAPIF Asociación Civil Recaudadora" contra Evelina Rosa Parra a quien condena a abonar la suma de $18.038,78 con más intereses y costas. 

Apela la actora conforme agravios de fs. 420/428, respondidos a fs. 437/443, y la demandada con los de fs. 429/434 contestados a fs. 444/451. 

2º) Sostiene la demandada en sus agravios:que la difusión y reproducción de música y material fonograbado no es el objeto de su negocio sino que lo es la explotación comercial de un salón de fiestas infantiles; que no obtiene lucro derivado de la reproducción de material fonograbado y que es erróneo otorgar a las actas privadas valor probatorio respecto de la reproducción de material fonograbado -aun cuando hayan sido labradas por personal dependiente de la actora- actividad que su parte ha negado efectuar en forma "continua y habitual". 

No le asiste razón. 

En efecto; la sentencia ha concluido, con sustento en los decretos 1670 y 1671 y resolución 390/2005 de la entonces Secretaría de Prensa y Difusión dependiente de la Presidencia de la Nación, que los salones de fiestas, y/o recepciones, casamientos, desfiles de modelos, aniversarios o similares con utilización de sonidos fonograbados, sean los eventos realizados de carácter familiar social, de beneficencia o comerciales y otras organizaciones que lucren con la difusión de espectáculos públicos que utilicen sonidos fonograbados, tal como lo hace la demandada, están obligados a abonar las retribuciones y aranceles pertinentes. 

La afirmación de la demandada acerca de que la difusión y reproducción de música y material fonograbado no es el objeto de su negocio sino que éste es la explotación comercial de un salón de fiestas infantiles y que no obtiene lucro derivado de la reproducción de tal material, es una mera discrepancia con la sentencia que no demuestra el error que se le atribuye, en la interpretación que ha hecho de los mencionados decretos 1670 y 1671 y resolución 390/2005 de la entonces Secretaría de Prensa y Difusión dependiente de la Presidencia de la Nación, al concluir con su obligación de pago. 

Si bien cuestiona el valor probatorio que ha dado la sentencia a las actas de constatación privadas, efectuadas por personal dependiente de la actora y afirma que no es verdad que, al señalar en la contestación de la demanda queeventualmente se hubiera utilizado un equipo de audio, haya reconocido los hechos afirmados por la actora en su demanda, lo cierto es que no cuestiona la conclusión de la Sra. Juez "aquo" que ha tenido por demostrada la actividad comercial, gravada por las normas antes mencionadas, merced al acta notarial del 8/10/2008 que constata que en lugar explotado comercialmente sito en Cuyo 1981 de la localidad de Martínez "BIG PARTY", se festejaban dos cumpleaños (uno en cada planta del edificio) realizándose la comunicación al público de fonogramas comerciales a través de la música. 

Cabe recordar en este sentido que la verdadera labor impugnativa de una sentencia no consiste en denunciar ante el Tribunal de Alzada sus supuestas falencias o injusticias, sino en demostrarlas, con la mención -más o menos específica según las circunstancias del caso- de los elementos de prueba que justifiquen tal impugnación (arts. 260, 266 CPCC.). Y el apelante no lo hace. No basta que el apelante afirme una opinión en contrario, porque es su carga probar concreta y razonadamente en qué radica el error que atribuye al juez, en el ejercicio de la sana crítica, al concluir con una solución distinta a la por él propugnada. Es que los agravios deben ser suficientes sobre cada una de las cuestiones debatidas y cuya modificación se pretende. Aquellas sobre las que la impugnación resulta vaga o meramente afirmativa, o traduce una simple discrepancia subjetiva que no configura una crítica razonada quedan excluidas de la consideración de la Alzada (arts.260, 261, 266 CPCC.; Causa 106.532 del 16-04-2009, 106.230 del 14-5-09, 107.224 del 28-5-09, 107.286 del 25-2-10, 108.287 del 1/12/2010 de esta Sala IIIª). 

Por lo demás cabe recordar que, contrariamente a lo que insinúa la apelante, la obligación de pago establecida a favor de la actora, prescinde de la "finalidad" (lucrativa o no) de la transmisión o emisión publica de música fonograbada (S.C.B.A., AC.80074 del 1-3-004). Cualquier persona que en forma ocasional o permanente obtenga un beneficio directo o indirecto con el empleo de una reproducción de fonograma con comunicación al público está obligada al pago de los aranceles correspondientes (expediente 1002-0 del 23-5-13 RSD 39/13 de la Sala IIª de este Tribunal). 

3º) Se agravia también la demandada por cuanto la sentencia al fijar los aranceles cuyo pago ordena se sustenta en la prueba pericial contable sin deducir, de la facturación que analiza mes a mes, los pagos realizados a terceros. Sostiene que la facturación registrada contablemente no corresponde al importe neto ingresado y que tal aspecto, por el cual observara la pericia contable efectuada a fs. 161/165, no ha sido tenido en cuenta por la sentenciante. 

Tal como resulta de la Resolución 390/2005 de la entonces Secretaría de Prensa y Difusión dependiente de la Presidencia de la Nación en el punto 10 de su Anexo (fs.35/36) el porcentual debe calcularse sobre el costo total de los eventos incluyendo a titulo ejemplificativo el costo del catering, el servicio de mozos, etc.(fs. 35/36). Es del caso señalar que si bien la demandada pidió aclaraciones a la perito contadora María Del Carmen Renaud (fs. 172/173) ésta en su ampliación de fs. 177, por aplicación de la Resolución antes mencionada, dictaminó en el sentido antes indicado, esto es, que los porcentajes se aplican sobre ingresos brutos, sin que ello fuera cuestionado por la demandada (art. 474 del C.P.C.). 

Ha de desestimarse, pues, también en este aspecto el recurso de la accionada. 

4º) Se agravia la actora por cuanto la sentencia no admite su ampliación de demandada, de fs. 188/189, por la que reclamó que el cálculo de los aranceles se remontara al mes de octubre de 2007 en razón de que, a partir de tal mes, surge -según informe de la Municipalidad de fs.57/59- que el salón de fiestas comenzó a funcionar. 

No le asiste razón. 

En efecto, según se desprende de los términos de la demanda la actora determinó el inicio de la obligación de pago de la demandada a la época en que se detectara (mediante la prueba instrumental acompañada) que la accionada difundiera públicamente grabaciones fonograbadas, siendo tal fecha de inició para la sentencia la que se constatara mediante el acta notarial de fs. 9/13 (8-10-2008). 

Si bien es cierto que de la prueba informativa de fs. 57/59 surge que la demandada inició actividades en el mes de octubre de 2007, no está mínimamente demostrado que a partir de tal fecha comenzara efectivamente la difusión de música fonograbada al público, fundamento de la obligación de pago de la accionada, lo que sólo quedo demostrado a partir de la constatación notarial de fs. 9/13 tal como lo ha resuelto la sentencia (art. 375, 384 del C.P.C.; decretos 1670/74 y 1671/74, resolución 390/2005 de la entonces Secretaría de Prensa y Difusión dependiente de la Presidencia de la Nación). 

5º) Se agravia también la actora por cuanto la sentencia admitió la ampliación de la demanda -que ella solicitara con posterioridad a la fecha originaria de su demanda- sólo hasta el mes de marzo de 2011 por ser este el último mes calculado por la pericia contable. Sostiene que la obligación de pago debe extenderse hasta la fecha de la sentencia apelada no siendo óbice para ello que la pericia sólo calculara los aportes hasta el mes de marzo de 2011, proponiendo que los meses subsiguientes se calculen en la suma de $ 571,60 mensuales por ser este el promedio de los calculados pericialmente. 

No estando discutido el derecho de ampliar la demanda por parte de la actora en los términos del art.331 hasta la sentencia definitiva, contrariamente a lo que sostiene la demandada al contestar los agravios, no es óbice para ello que los importes correspondientes no hayan sido calculados contablemente. 

En efecto; conforme el art. 165 CPCC., la sentencia fijará el importe del crédito o de los perjuicios reclamados, siempre que su existencia esté legalmente comprobada aunque no resultare justificado su monto. La norma no autoriza sino que establece el deber del juez de hacerlo ante el presupuesto de estar legalmente comprobada la existencia del crédito (causa 55.894 del 3-3-1992, "Aadi-Capif c/Gómez" de la Sala IIª). 

Ello así corresponde modificar la sentencia considerando razonable establecer el calculo mensual adeudado según el promedio de los meses calculados en la pericial contable (fs. 161/165), esto es, la suma de $ 571,60 por los meses transcurridos desde el mes de abril de 2011 hasta agosto de 2012 inclusive en que fue dictada la sentencia apelada. Ha de elevarse así el monto de la condena a la suma de VEINTISIETE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y CINCO pesos con 98/cvos. ($ 27.755,98; art.165 del C.P.C.). 

6º) Se queja la actora porque, más allá de lo confuso que considera al fallo en lo que hace al cálculo de los intereses, se establecen estos desde que cada uno de los periodos devengados se tornara exigible. Sostiene que es aplicable al caso la mora automática regulada por el art. 509 del Cód. Civil. 

No le asiste razón. 

En efecto; aun cuando se considere que en el caso se trata de una obligación de origen legal y que la mora es automática sin ser necesaria la interpelación previa del deudor(art. 509 del Cód. Civil), debe distinguirse la exigibilidad de las obligaciones y la mora en su cumplimiento, siendo la primera presupuesto de la segunda.Ello así los intereses deben computarse desde que cada uno de los periodos mensuales se ha tornado exigible tal como lo ha dispuesto la sentencia y no desde el vencimiento del primer arancel que la apelante considera devengado desde el mes de octubre de 2007. Una obligación es exigible cuando el acreedor puede obtener su ejecución forzada o compulsiva. Y para considerar moroso al deudor, deben concurrir: a) aquella característica de exigibilidad, y b) la de que exista retardo imputable a él (causa 85.928 del 19-12-2000 de la Sala IIª; doctr. art. 509 C. Civil; Jorge A. MAYO, en "Código Civil Anotado", ed. ASTREA, vol. II, pág. 596). 

Ha de confirmarse, pues, en este aspecto la sentencia apelada en cuanto manda calcular los intereses desde el vencimiento de cada periodo devengado. 

7º) Se agravia la demandada por no haber considerado la sentencia el supuesto previsto en el 2º párrafo del art. 68 del C.P.C. y así disponer las costas por su orden. 

No le asiste razón. 

En efecto; tal como lo sostiene el apelante el art. 68 del C.P.C., luego de establecer la regla general de la derrota autoriza al Juez a eximir total o parcialmente de soportar las costas al vencido, habiendo fundado mérito para ello (causas 46.202 del 1-3-88 de esta Sala IIa.). Sin embargo, la exoneración de las costas es siempre excepcional.En general, y con prescindencia de su buena o mala fe, de su mucha o poca razón, han de ser soportadas por el vencido, o sea, aquél contra quien tiene efecto el reconocimiento judicial que emana de la sentencia, prosperando la postura fundamental de la contraparte (causa 105.538 del 19-5-09, 96.855 del 21-5-2009 de esta Sala IIIª; 47.848 del 1-9-88 de la Sala IIª). 

Con la modificación propuesta voto por la afirmativa. 

A la misma cuestión, la señora Juez doctora Soláns por iguales consideraciones, votaron también por la afirmativa. 

A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo: Dada la forma como se ha resuelto la cuestión anterior; corresponde: a) elevar el monto de la condena a la suma de VEINTISIETE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y CINCO pesos con 98/cvos. ($ 27.755,98); b) confirmar la sentencia apelada en todo lo demás que decide y ha sido materia de agravio. Las costas devengadas ante esta Alzada se imponen a la demandada sustancialmente vencida (art. 68 del C.P.C.), a cuyo fin se regularán los honorarios de los letrados intervinientes una vez fijados los de la instancia de origen (art.31 de la ley 89004). 

ASI LO VOTO 

A la misma cuestión la señora Juez doctora Soláns por iguales motivos votaron en el mismo sentido. 

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente: 

S E N T E N C I A 

POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo, a) se eleva el monto de la condena a la suma de VEINTISIETE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y CINCO pesos con 98/cvos. ($ 27.755,98); b) se confirma la sentencia apelada en todo lo demás que decide y ha sido materia de agravio. Las costas devengadas ante esta Alzada se imponen a la demandada sustancialmente vencida (art. 68 del C.P.C.), a cuyo fin se regularán los honorarios de los letrados intervinientes una vez fijados los de la instancia de origen. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

Juan Ignacio Krause 

Juez 

María Irupé Soláns 

Juez 

Claudia Artola 

Secretaria
